ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – Auto que niega solicitud de nulidad / DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE – Inexistencia / NOTIFICACIÓN DE AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA – Se surtió / OMISIÓN DE REGISTRO DE LAS ACTUACIONES EN EL SISTEMA DE GESTIÓN JUDICIAL SIGLO XXI - No constituye una causal de nulidad / REGISTRO DE LAS ACTUACIONES DE LOS DESPACHOS JUDICIALES - No suplen los mecanismos de notificación previstos en la ley / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES

[E]sta Sala advierte que confirmará la sentencia de 19 de junio de 2019 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, por las razones que se expondrán a continuación: El juez  a quo de tutela (…) luego de señalar que la normativa que regula lo concerniente a la notificación de la providencia que admite la demanda, y del traslado de esta – artículos 172, 197, 199 y 200 de la Ley 1437 de 2011 (…) citó la sentencia de 3 de noviembre de 2016 proferida por esta Sección, con ponencia de la Magistrada Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, en la que se arribó al similar conclusión, ello, por cuanto se subrayó que la información contenida en el pluricitado sistema de gestión no sustituye los medios de notificación de las providencias judiciales, y tampoco exonera a los apoderados de realizar la respectiva vigilancia judicial de los procesos en la correspondiente secretaría de los despachos. En ese orden, adujo que en el caso sub examine, conforme a las pruebas obrantes en el expediente ordinario, se advierte que la notificación personal a las entidades demandadas, incluso el municipio de Medellín, fue surtida por correo electrónico el 18 de mayo de 2018, momento a partir del cual empezó a correr el término para contestar la demanda, situación que la entidad accionante habría podido verificar al revisar el expediente en forma física. Agregó que, si bien en el sistema de gestión judicial Siglo XXI no se encuentra la anotación reclamada, lo cierto es que, de haber sido diligente la apoderada del municipio, al revisar la página web, habría podido advertir que el término para contestar la demanda se encontraba corriendo (…) Por las anteriores razones, el tribunal consideró que no hubo transgresión de los derechos fundamentales deprecados por la parte actora. (…)Esta Sala precisa que, si bien en los pronunciamientos señalados por la parte actora como sustento de su inconformidad, se señaló que es obligación de los despachos judiciales registrar la información de los procesos en el sistema de gestión Siglo XXI, y que dicha información debe corresponder a las diligencias que obran en el expediente, lo cierto, es que, no hay una línea jurisprudencial consolidada al respecto, ello, por cuanto existen pronunciamientos que acogen la tesis opuesta. Lo anterior encuentra fundamento en que, la tesis adoptada por la autoridad reprochada, se circunscribe a que, la simple ausencia de información en el referido sistema de gestión no constituye una causal de nulidad, pues al analizarse el contexto general de las providencias señaladas por el ente territorial, se concluye que en dichas oportunidades se acreditó que la irregularidad alegada por la parte interesada inducía al error y como consecuencia, en la vulneración de los derechos fundamentales deprecados, lo cual claramente no ocurrió en el caso objeto de debate, por cuanto lo que alega la parte actora consiste en la falta de registro de una información, aspecto que según el criterio de la Sala, no puede entenderse per se, como esa irregularidad que conlleve al error
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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Procede la Sala a resolver la impugnación interpuesta por la parte accionante contra la sentencia de 19 de junio de 2019 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, que negó la acción de amparo solicitada por  el municipio de Medellín, por conducto de su apoderada judicial. 

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

El municipio de Medellín, entidad que actúa por conducto de apoderado
, mediante escrito radicado el 10 de junio de 2019 en la oficina judicial de Medellín, presentó acción de tutela contra el Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín, con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales a la defensa, contradicción y al debido proceso.

Las mencionadas garantías constitucionales las consideró vulneradas por parte del Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín, al omitir el registro, en el sistema de gestión judicial Siglo XXI, de las notificaciones a la parte demandada, del auto admisorio de la demanda de reparación directa promovida por Fabián de Jesús González Vásquez y otros
, contra el municipio de Medellín, la E.S.E. Hospital La María, la E.S.E. Metrosalud y la Fundación Opción Colombia – Fundacol –, proceso identificado con el radicado No. 05001-33-33-012-2017-00485-00
.

1.2. Hechos

La solicitud de tutela se sustentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en esta sentencia:

·  El señor Fabián de Jesús González Vásquez y otros, instauraron demanda de reparación directa contra el municipio de Medellín, la E.S.E. Hospital La María, la E.S.E. Metrosalud y la Fundación Opción Colombia – Fundacol –, por la muerte de la señora Lilia de Jesús Vásquez Ortíz, el 23 de julio de 2016.
·  El conocimiento del medio de control de reparación directa correspondió en primera instancia al Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín, autoridad que con auto de 25 de septiembre de 2017 admitió la demanda, y ordenó notificar personalmente a los representantes legales de las entidades demandadas.

·  Con fecha de 16 de enero de 2018, consta el registro en el sistema de gestión de la Rama Judicial Siglo XXI, la recepción del memorial allegado por Fundacol, a través del cual dio contestación a la demanda.  

·  Mediante auto de 25 de abril de 2018, se tuvo notificada por conducta concluyente a Fundacol, y se requirió a la parte demandante para que procediera con las notificaciones  personales a los demás demandados, diligencia de envío por correo certificado, que consta en la página de Siglo XXI, con fecha de 17 de mayo de 2018.

· Manifestó que si bien en el sistema de gestión Siglo XXI reposan diferentes anotaciones, no está registrada la concerniente a la notificación personal de las entidades demandadas, lo cual no permite conocer la fecha en que fue realizada la última, a partir de la cual iniciaría la contabilización del término para contestar la demanda, razón por la que solicitó al Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín, declarar la nulidad de lo actuado, a partir del momento en que se tuvo notificada a Fundacol por conducta concluyente.

· La anterior solicitud fue resuelta de manera desfavorable a través de auto de 1º de abril de 2019. Contra dicha decisión, interpuso recurso de reposición, el cual fue desatado con providencia de 13 de mayo de 2019, en sentido negativo, al concluir que «…si bien es cierto no fue registrada la última notificación a las entidades demandadas en el Sistema de Información de la Rama Judicial “SIGLO XXI”, consta dentro del plenario que el auto admisorio fue debidamente notificado a las entidades demandadas, incluyendo al MUNICIPIO DE MEDELLÍN a los correos electrónicos indicados como buzón de notificaciones judiciales, siendo esta última diligencia, actuación determinante para el conteo del término de la contestación de la demanda.»

·  Agregó que el municipio de Medellín fue notificado personalmente del auto admisorio de la demanda, lo cual no es objeto de debate en el presente trámite constitucional.

1.3. Fundamentos de la solicitud 

La parte actora aseguró que el Tribunal Administrativo de Antioquia desconoció sus derechos fundamentales, en los siguientes términos:

«CON DICHA OMISIÓN DE REGISTRO ES QUE SE PATENTIZA LA VIOLACIÓN A LOS DERECHOS DEL MUNICIPIO DE MEDELLÍN, LO CUAL SUSTENTO COMO SIGUE: La constancia que debe registrarse en el Sistema de Gestión Siglo XXI, respecto de la notificación que se hace a las entidades demandadas, es de la mayor importancia por cuanto marca el momento a partir del cual inicia el término para contestar la demanda, sobre todo, cuando como en este caso, son varias las personas, públicas y/o privadas las demandadas. Pero incluso cuando es solamente una entidad la demandada es vital dicha constancia, puesto que, a más de esta, la notificación debe hacerse también al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.»

Al respecto, señaló que en la sentencia de 11 de junio de 2013
, con ponencia del Magistrado Danilo Rojas Betancourt, en la cual se advirtió que es obligación de los despachos judiciales mantener actualizada la información de los procesos en el sistema de gestión Siglo XXI, por cuanto, de lo contrario, se incurre en la vulneración de los derechos fundamentales a la defensa, contradicción y el debido proceso.

Agregó que en la sentencia T-686 de 31 de agosto de 2007, la Corte Constitucional concluyó que el historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales, a través de las pantallas de los computadores dispuestos en los despachos judiciales para consulta de los usuarios, pueden operar como equivalente funcional a la información escrita en los expedientes.

Indicó que Subsección B, de la Sección Segunda, del Consejo de Estado, en sentencia de 25 de octubre de 2010, en la que se abordó un asunto en que en el sistema de gestión Siglo XXI se cambió un dígito en la numeración del radicado de un proceso. En esta oportunidad, se accedió al amparo de los derechos fundamentales deprecados.

Manifestó que en sentencia de 10 de marzo de 2011, la Sección Cuarta advirtió que el artículo 95 de la Ley 270 de 1996 y el artículo 5º del Acuerdo No. 1591 de 24 de octubre de 2002, establecen que una vez instalado el sistema, «su utilización será obligatoria para los servidores judiciales, so pena de las sanciones disciplinarias y administrativas a que haya lugar.», ello, con el fin de hacer posible la consulta del estado de los procesos.

1.4. Petición de amparo constitucional 

Las pretensiones de la demanda de tutela son las siguientes:


«Respetuosamente solicito a los señores Magistrados, proteger los derechos fundamentales del debido proceso, defensa y contradicción, y el principio de confianza legítima, vulnerados por el Juzgado Doce Administrativo Oral de Medellín dentro del proceso de Reparación Directa identificado con el número de radicado 05001333301220170048500, al omitir registrar en el sistema de información Siglo XXI, la anotación de fecha de notificación de la demanda en dicho proceso a las demandadas, e impedir de ese modo, que la aquí accionante (entidad demandada en el proceso de Reparación Directa) tuviera pleno conocimiento del momento a partir del cual inicia el término para dar contestación a la demanda.

Como consecuencia de lo anterior, solicito que se ordene al Juzgado Doce Administrativo Oral del Circuito de Medellín, efectuar dicha anotación, permitiendo con eso dar inicio al término con el que se cuenta para que el Municipio de Medellín dé contestación a la demanda, pues dicho plazo solo puede empezar a correr una vez se haga dicha anotación.»

1.5. Trámite de la acción 

Por auto de 13 de junio de 2019
, el Tribunal Administrativo de Antioquia, requirió al Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín, para que, al momento de contestar la acción de tutela, allegara copia de las actuaciones surtidas dentro del proceso de reparación directa. Así mismo, admitió la solicitud de amparo y ordenó notificar únicamente al municipio de Medellín, al considerar innecesario vincular a las demás entidades demandadas, por cuanto de los argumentos del escrito de tutela, «…la decisión que se tome en la acción constitucional no afecta a las demás partes intervinientes en dicho proceso.» 
1.6. Contestaciones

Realizadas las notificaciones correspondientes
, solamente contestó el juez de conocimiento del proceso ordinario.

Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín

A través de memorial radicado con fecha de 17 de junio de 2019, y luego de hacer un resumen del trámite adelantado en el proceso de reparación directa, resaltó que en el mismo no se evidencia que existe algún vicio de nulidad que invalide la actuación posterior al 23 de abril de 2018, ello, teniendo en cuenta que la notificación personal realizada al representante legal del municipio de Medellín, «…se llevó a efecto en los términos procesales que señalan los artículos 172 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, esto es, de manera legal, y así se observa la constancia de notificación efectuada mediante correo electrónico a la dirección electrónica del ente territorial demandado.»

Al respecto, señaló que, pese a que el municipio fue notificado el 18 de mayo de 2018, hecho que es aceptado por la parte accionante, no dio contestación a la demanda, a pesar de que habría podido revisar «de manera física el expediente para determinar a partir de qué fecha corría el plazo que otorga la Ley, para contestar dicha demanda, dejando vencer dicho término, lo que se traduce en la falta de defensa de la entidad pública mencionada.»

Agregó que el sistema de gestión Siglo XXI no es el medio para realizar las notificaciones personales de las providencias proferidas, o de las actuaciones surtidas en el curso de un proceso judicial, puesto que se trata de una herramienta tecnológica implementada por la Rama Judicial, con el fin de facilitar la labor tanto de los despacho judiciales como de las partes, lo cual, no releva la responsabilidad de los interesados, en ser diligentes y estar al pendiente de sus propios asuntos, y en ese orden subrayó:

«Es de acotar que desde el día dieciocho (18) de mayo de 2018, que fuera notificada por correo electrónico la entidad territorial accionante, a la fecha de notificación por estados del auto que admitió la reforma a la demanda que presentara la parte demandante, con fecha del once (11) de septiembre de dicho año, había transcurrido casi cuatro (4) meses, siendo evidente que la admisión de la reforma implica que ya había transcurrido diez (10) días posteriores al del traslado de la demanda; no obstante lo anterior, solo el día nueve (9) de marzo de 2019, esto es, casi seis (6) meses después, la abogada que actúa en defensa del MUNICIPIO DE MEDELLÍN, formula incidente de Nulidad Procesal (sic), por cuanto no se registró en el Sistema de Gestión Siglo XXI, la fecha de la última notificación personal efectuada en el proceso.»

Indicó que las Secciones Segunda y Cuarta del Consejo de Estado han explicado de manera clara y concreta, el alcance del registro de la información en el referido sistema de gestión, en el sentido de indicar que las anotaciones en la página web de la Rama Judicial no tienen la virtud de reemplazar las notificaciones legales de las providencias. 

Finalmente, solicitó que se deniegue el amparo constitucional solicitado por el municipio de Medellín, al no encontrarse configurada vulneración alguna a los derechos fundamentales deprecados.

1.7. Fallo impugnado

El Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante sentencia de 19 de junio de 2019
, negó la solicitud de amparo solicitado por la parte actora, en los siguientes términos:

i) Hizo hincapié en que el Consejo de Estado, al ser el órgano de cierre en materia contencioso administrativa, ha advertido que el sistema de registro de actuaciones judiciales no suple los medios de notificación previstos en la ley para asegurar el conocimiento de decisiones judiciales «Es decir, ese sistema fue creado como un mecanismo orientado a proveer mejores herramientas para que las partes de los procesos judiciales y la comunidad en general conozcan las actuaciones de las autoridades judiciales, pero no sustituye los mecanismos de notificación legal ni releva a las partes del deber de consultar el expediente en las secretarías de los despachos judiciales.(…) el hecho de que la información del sistema de gestión judicial y la del expediente deban guardar equivalencia funcional no implica que las autoridades judiciales estén obligadas a consignar todos y cada uno de los datos que pueden ser consultados directamente con la revisión del proceso.»

La referida posición fue reiterada por la Sección Quinta de esta Corporación, con ponencia de la Magistrada Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, en providencia de 3 de noviembre de 2016.

ii) Adicionó que no se observa un actuar arbitrario o desproporcionado por parte de la autoridad judicial reprochada, por cuanto el término previsto en las normas que regulan lo concerniente a la contestación de la demanda, corre desde el momento en que se surte la notificación personal por correo electrónico a todas las entidades demandadas, que para el caso concreto es el 18 de mayo de 2018, «…situación que hubiese podido verificar de haber revisado el expediente de forma física, por lo tanto, no puede la apoderada excusar su omisión de ejercer el derecho de defensa de la entidad que representa, aduciendo que no se había registrado en el Sistema de Gestión la fecha de la notificación personal del admisorio de la demanda a los demandados, pues como ya se expuso en un dato que puede ser conocido cuando se hace una consulta directa del proceso, no concretándose, en consecuencia, la vulneración de los derechos constitucionales fundamentales alegados.»

1.8. Impugnación

La accionante impugnó la sentencia de primera instancia mediante memorial radicado en la Secretaría General del Consejo de Estado, con fecha de 25 de junio de 2019
. Para tal efecto, insistió en los argumentos contenidos en el escrito de tutela, particularmente, en que la única manera para conocerse la fecha en que todos los demandados fueron notificados, tal y como lo advirtió el Consejo de Estado en la sentencia de 11 de junio de 2013, referenciada en el libelo introductorio, es el registro de la información en el sistema de gestión Siglo XXI.

Adicionó que en la sentencia de 24 de abril de 2014, con ponencia del Magistrado Gerardo Arenas Monsalve, en la que se abordó el tema relativo a la obligación de los apoderados de revisar los procesos, y en ese orden, indicó que el historial de los mismos «pueden ser consultados en internet y en hardware dispuesto para el efecto en las Secretarías de los Despachos Judiciales tiene el carácter de un “mensaje de datos”. La emisión de este tipo de mensajes de datos puede considerarse un “acto de comunicación procesal”, porque a través de ella se pone en conocimiento de las partes, de terceros o de otras autoridades judiciales o administrativas las providencias y órdenes de jueces y fiscales. Se resalta entonces que la utilización de los sistemas de información sobre el historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales solo se justifica si los ciudadanos pueden confiar en los datos que en ellos se registran.»

Finalmente, hizo hincapié en que la línea jurisprudencial tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado, en la materia ha sido uniforme, en el sentido de subrayar que las imprecisiones respecto de los datos que puedan constar en el sistema informático, bajo ciertas circunstancias, dan lugar a la vulneración de los derechos fundamentales.

1.9. Trámite en segunda instancia

Con autos de 10 de julio y 2 de agosto de 2019, el despacho ordenó poner en conocimiento de la parte demandante
, de los terceros intervinientes
 y de las llamadas en garantía en el proceso ordinario
, en calidad de terceros con interés en el resultado del presente trámite, la nulidad saneable que se debe alegar o sanear por la autoridad judicial, de conformidad con los artículos 133-8, 136 y 137 del Código General del Proceso
 y de acuerdo con los lineamientos fijados por el auto No. 317 de 17 de julio de 2016
 de la Corte Constitucional.

Cumplida la notificación y transcurrido el término para que se pronunciaran, guardaron silencio.

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA
2.1. Competencia
Esta Sala es competente para conocer de la impugnación presentada por el municipio de Medellín, contra la sentencia de 19 de junio de 2019 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, de conformidad con lo establecido en los Decretos 2591 de 1991 y 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017 y, el Acuerdo 080 de 2019 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Problema jurídico
En el asunto bajo estudio, corresponde a la Sala determinar si procede confirmar, modificar o revocar la providencia de 19 de junio de 2019 dictada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, que negó el amparo solicitado por el municipio de Medellín, respecto de la pretensión consistente en que se efectúe la anotación en el sistema de gestión Siglo XXI, de la última notificación realizada del auto admisorio de la demanda, dentro del proceso de reparación directa identificado con el número de radicado 05001-33-33-012-2017-00485-00.   
Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: i) el debido proceso en las actuaciones judiciales; ii)  publicidad de las actuaciones judiciales en el sistema de gestión Siglo XXI; y (iii) el estudio del caso concreto. 
2.3. El debido proceso en las actuaciones judiciales

El artículo 29 de la Constitución Política establece lo siguiente:

«El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.

“Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.

“En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

“Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

“Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso».

A pesar del conjunto de eventualidades previstas por el texto constitucional transcrito, este es una norma con estructura de cláusula abierta. En ese sentido, fija un listado de hipótesis netamente enumerativas que dan lugar a que se incluyan otros posibles eventos plenamente encuadrables dentro del contenido de su concepto. Por lo tanto, se puede afirmar que el derecho fundamental al debido proceso no se agota en el enunciado del artículo 29 Superior, toda vez que su protección concreta ha revestido un gran número de casos diferentes que han sido abordados por la jurisdicción en general.

Dentro de la estructura en comento, lo primero que debe resaltarse del derecho fundamental al debido proceso es su ámbito de aplicación: “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas” (negrilla fuera del texto). Esta característica indica que no hay ninguna actuación judicial o administrativa que se escape del mandato constitucional de observar estrictamente el debido proceso.

En consecuencia, toda interpretación que resulte de la anterior singularidad del derecho fundamental no puede encasillarse a la resolución de los casos específicos que eventualmente se presenten. Todo lo contrario, los criterios de interpretación de la transcrita cláusula universal se aplican a todos los casos que sucedan y sean puestos a consideración de la autoridad competente. En específico, debe recalcarse que el debido proceso comprende una garantía en la correcta aplicación de las normas jurídicas por parte de los jueces.

De conformidad con lo expuesto, el derecho fundamental en comento se aplica a toda actuación que se lleve a cabo dentro del trámite de un proceso judicial. Ello implica observar estrictamente el contenido de las normas procesales, las cuales, por su importancia social y por lo que tiene que ver con el artículo transcrito, son de orden público y de cumplimiento obligatorio para los jueces y las partes. Si lo anterior no sucede de esa manera, se compromete la legitimidad del proceso, de tal manera que este puede llegar, incluso, a quedar viciado de nulidad o a afectar otros derechos fundamentales de los que sean titulares las personas.

Así, el examen que debe hacer el juez de tutela en el momento en que es puesta a su consideración una situación que comprometa el estudio del debido proceso dentro del trámite de una actuación judicial gira alrededor de verificar que, en todas sus etapas, se haya cumplido con las garantías propias del mencionado derecho fundamental.

2.4. Publicidad de las actuaciones judiciales a través del Sistema de Gestión Siglo XXI

La Corte Constitucional y el Consejo de Estado han tenido oportunidad de pronunciarse sobre la información consignada en el sistema de gestión Siglo XXI; al respecto han considerado que ésta genera una confianza legítima en los usuarios de la administración de justicia, siempre y cuando exista una “equivalencia funcional”
 entre los datos registrados y la que consta en el expediente. 

En efecto, en la sentencia de tutela dictada el 31 de agosto de 2007
, la Corte Constitucional realizó una interpretación sistemática de las disposiciones de la Ley 527 de 1999
, del artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y de las sentencias que han revisado la constitucionalidad de tales preceptos, del cual concluyó que: 

«(…) no cabe duda que la información sobre el historial de los procesos que aparece registrada en los computadores de los juzgados tiene el carácter de un “mensaje de datos”, por cuanto se trata de información comunicada a través de un medio electrónico, en este caso la pantalla de un computador que opera como dispositivo de salida. Asimismo, la emisión de este tipo de mensajes de datos puede considerarse un “acto de comunicación procesal”, por cuanto a través de ella se pone en conocimiento de las partes, de terceros o de otras autoridades judiciales o administrativas las providencias y órdenes de jueces y fiscales en relación con los procesos sometidos a su conocimiento. Finalmente, es claro que los sistemas informáticos utilizados por los despachos judiciales para generar, enviar, archivar o procesar tales mensajes de datos configuran un “sistema de información” para los efectos de la Ley 527.»

En el caso concreto que revisó, comprobó que la fecha de la actuación censurada, según fue reseñada en el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, no coincidía con el momento real en el que se había llevado a cabo, razón por la cual concluyó que con dicho defecto se indujo en error a la parte y amparó sus derechos fundamentales a la defensa y al debido proceso. 

En efecto, la Corte consideró que los despachos judiciales accionados habían incurrido en una vía de hecho, al no haber declarado la correspondiente nulidad procesal surgida de la violación de los derechos a la defensa y de acceso de la administración de justicia. 

En relación con el deber de vigilancia de los procesos que les corresponde a los apoderados de las partes, en el proceso, la Corte aclaró que en consideración a que «(…) los datos relativos al historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales registrados en los sistemas de información computarizada de los juzgados, constituyen equivalentes funcionales de la información escrita que reposa en los expedientes en relación con estos mismos datos, cabe concluir que los abogados satisfacen su deber de vigilancia, sólo en relación con estos datos, se insiste en ello, a través de su consulta en las pantallas de los computadores de los despachos judiciales.»

Por la importancia del tema y su similitud fáctica con el problema jurídico que corresponde abordar a esta Sala, se transcribe la conclusión a la cual arribó la Corporación de cierre en materia de derechos fundamentales, en tal oportunidad: 

«La decisión del Juzgado 6 Civil Municipal de negar el trámite, por extemporáneas, a las excepciones formuladas por el apoderado del señor José Luis Morales Parra en el escrito de contestación a la demanda de restitución interpuesta por el representante legal de la sociedad “CIRVAS LTDA.”, adolece de un defecto sustantivo por cuanto no fueron consideradas, ni para ser aplicadas ni para justificar su inaplicación, normas relevantes para decidir el caso. En concreto, se omitió tener en cuenta las normas establecidas en el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, en la ley 527 de 1999, e interpretadas por esta Corte en la sentencia C-831/2001, que establecen las condiciones bajo las cuales los mensajes de datos utilizados para dar a conocer las actuaciones judiciales pueden ser tenidos como equivalente funcional de los escritos. Tal defecto hace que proceda la acción de tutela en el presente caso.

 

Pero además con esta decisión se materializa una vulneración del derecho de defensa, componente fundamental del debido proceso, así como el desconocimiento de los principios constitucionales de buena fe y prevalencia del derecho sustancial en las actuaciones judiciales. Todo ello por cuanto uno de los empleados del Juzgado 6 Civil Municipal cometió una falla en el servicio al ingresar tardíamente en el sistema de información computarizado del juzgado la fecha de notificación del auto admisorio de la demanda.
Con esta solución se defrauda la confianza legítima que, atendiendo al principio constitucional de buena fe, los ciudadanos han de poder depositar en la información suministrada por las autoridades judiciales a través de los diversos medios que éstas utilicen para dar a conocer sus actuaciones y decisiones, máxime cuando dichas autoridades no realizaron ninguna advertencia previa en sentido contrario. Confianza sin la cual la implementación de estos nuevos medios informáticos, con la considerable inversión de dinero y tiempo de trabajo de los funcionarios encargados de alimentarlos, pierde su razón de ser. »
Por su parte, el Consejo de Estado, al resolver casos en los que se alegan las vías de hecho en que habrían incurrido las autoridades judiciales, frente a errores cometidos en la inclusión de datos dentro del sistema de gestión judicial Siglo XXI, ha ratificado el criterio de la existencia de vulneración a los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia. 

Al respecto cabe destacar la sentencia del 25 de octubre de 2010, dictada por la Subsección “B” de la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en la cual se consideró que los ciudadanos tienen la legítima confianza de que los datos registrados en el sistema de gestión judicial Siglo XXI, son veraces y correspondientes con la información consignada en el respectivo expediente, de tal forma que cualquier imprecisión en dicha información podría derivar en una vulneración de los derechos fundamentales de los usuarios de la administración de justicia, siempre y cuando exista una equivalencia funcional entre la información errada u omitida y aquella visible en el paginario. 

Por otra parte, en auto interlocutorio de 11 de junio de 2013, dictado por el Magistrado Danilo Rojas Betancur
, de la Sección Tercera del Consejo de Estado, se destacó que es uniforme la línea jurisprudencial relacionada con los datos que deben ser consignados en el sistema Siglo XXI, cuya tesis principal es que las imprecisiones respecto de éstos dan lugar a la vulneración de los derechos fundamentales de quienes acceden o pretenden acceder a la administración de justicia. 

En la referida providencia consideró que “Tal planteamiento está fundamentado en las siguientes premisas: 

- Existe una obligación a cargo de los despachos judiciales de incluir en forma correcta los datos del proceso en el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, esto es, abarcando toda aquella información que sea necesaria para que los usuarios de la administración de justicia puedan llevar a cabo una adecuada gestión de sus respectivos negocios, datos que deben ser concordantes con los que reposen en el expediente. 

- La información que debe ser consignada en el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, es aquella que tiene una equivalencia funcional respecto de los datos que reposan en el expediente. 

- Los usuarios de la administración de justicia tienen el legítimo derecho de presumir que es correcta y completa la información consignada en los mensajes de datos del sistema informático, lo cual constituye un presupuesto indispensable para que a los intervinientes en el trámite judicial se les permita acceder a la prestación del servicio y, de esa forma, puedan hacer efectivos sus derechos fundamentales, en especial los derechos a la defensa y al debido proceso.” 

De los anteriores señalamientos, esta Sala de Decisión subraya que, en relación con la información que consta en el sistema de gestión judicial Siglo XXI, a través del cual la Rama Judicial, en particular los despachos judiciales, registran la información correspondiente a las actuaciones y providencias proferidas por los operadores de la justicia en cada proceso, y que dicha información debe corresponder a las diligencias que obran en el expediente físico, lo cierto es que en estas oportunidades, quedó claro que la vulneración de los derechos fundamentales de las partes pudieron verse infringidos, cuando lo que se guarda en el sistema corresponde a datos falsos que induzcan al error de los interesados.

No obstante lo anterior, es preciso hacer hincapié en que con sentencia de 3 de noviembre de 2016
, con ponencia de la Magistrada Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, en un caso similar, se indicó que «…Si bien, los datos arrojados por el referido sistema de gestión Siglo XXI, referentes al historial de las diferentes actuaciones procesales, se consideran como un equivalente funcional de la información escrita en los expedientes y como un acto de comunicación procesal, bajo ninguna circunstancia sustituyen los medios de notificación de las providencias judiciales previstos en la Ley y, además, tampoco exoneran a los apoderados de realizar la respectiva vigilancia judicial de los procesos en la correspondiente secretaría de los despachos…» (Subrayas de la Sala)

En esa misma vía, la sentencia C 1114 de 2003, advirtió:

«Es preciso llamar la atención sobre la diferencia que se establece en esta sentencia entre las dos manifestaciones del principio de publicidad: la primera, que asegura el conocimiento de las decisiones judiciales por las partes interesadas a través de los mecanismos de notificación; la segunda, que tutela el derecho de los ciudadanos a conocer las actuaciones de las autoridades públicas, como una garantía de transparencia en la actuación de los poderes públicos y un mecanismo que facilita su control por parte de la comunidad.  Los mensajes de datos que se transmiten a través de las pantallas de los computadores de los despachos judiciales son, ante todo,  instrumentos para hacer efectiva esta segunda manifestación del principio de publicidad.  Constituyen mecanismos orientados a proveer más y mejores herramientas para que, tanto las partes dentro de los procesos, como la comunidad en general puedan conocer y controlar la actuación de las autoridades judiciales. No son, en cambio, en su desarrollo actual, instrumentos destinados a suplir los mecanismos de notificación previstos en la ley para asegurar el conocimiento de las decisiones judiciales por parte de los interesados, a fin de que puedan ejercer frente a ellas su derecho de defensa.  Naturalmente, las partes dentro de un proceso pueden - en igualdad de condiciones, dado que todas ellas tienen acceso a estos sistemas - valerse de ellos para seguir el curso de los procesos, pero sin que ello reemplace los actos de notificación de las providencias, dotados de mayores exigencias en atención a la finalidad que cumplen.»
Así la cosas, es evidente que al no existir una posición unificada frente al asunto, es claro que en virtud del principio de la autonomía del cual están revestidos los jueces de la República, la autoridad cuestionada podía optar por cualquiera de las posturas propugnadas.  

En ese orden, esta Sala de Decisión hace hincapié en que, en las decisiones señaladas por la parte actora, se abordó la posible vulneración de las garantías constitucionales desde la perspectiva de la irregularidad consistente en la falsedad de la información que reposa en el sistema de gestión, al no corresponder con las diligencias que obran en el expediente, empero, la posición de esta Sala, defiende la tesis expuesta en la providencia referenciada en el párrafo anterior, de 3 de noviembre de 2016, en la cual la Magistrada Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez recalcó que el deber de los despachos judiciales en alimentar el sistema de consulta de la Rama Judicial, no releva a los apoderados de realizar la vigilancia de los asuntos, en forma física.

2.5. Caso concreto

2.5.1. Como primera medida, esta Sala de Decisión advierte que al revisar el escrito de impugnación, se observa que en este, la entidad accionante, trajo a colación un argumento que no corresponde a los contenidos en el libelo introductorio, esto es, lo relativo la sentencia de 24 de abril de 2014, con ponencia del Magistrado Gerardo Arenas Monsalve.

En punto, en preciso resaltar, que no es posible estudiarlo toda vez que fue referenciado hasta el escrito de impugnación, respecto del cual la parte demandada y los terceros con interés en el resultado de este trámite constitucional, no tuvieron la posibilidad de ejercer sus derechos de defensa y contradicción.

2.5.2. Por otra parte, se señala que, en síntesis, la inconformidad de la tutelante consiste en que el Juzgado 12 Administrativo de Medellín no registró en el sistema de gestión de la Rama Judicial Siglo XXI, las actuaciones correspondientes a las notificaciones del auto admisorio de la demandada en el proceso de reparación directa, en particular, de la última, por cuanto a partir de ello, iniciaría la contabilización del término común para contestar la demanda.

2.5.3. De manera preliminar, esta Sala advierte que confirmará la sentencia de 19 de junio de 2019 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, por las razones que se expondrán a continuación:

2.5.3.1. El juez  a quo de tutela, esto es, el Tribunal Administrativo de Antioquia, al revisar el expediente del proceso ordinario que se adelanta actualmente ante el Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín, encontró la siguiente situación fáctica que se transcribe a continuación, in extenso:

«El despacho accionando mediante auto del veinticinco (25) de septiembre de dos mil diecisiete (2017) admitió la demanda de reparación directa, ordenando la notificación de las entidades demandadas de conformidad con lo establecido en los artículos 198 y 199 de la Ley 1437 de 2011.

Seguidamente, el apoderado de la parte demandante mediante memorial radicado el veinticinco (25) de octubre de dos mil diecisiete (2017) allegó constancia del envío de los traslados a las entidades demandadas, al tercero vinculado y al Ministerio Público.

El apoderado de la tercera vinculada Fundación Opción Colombia – FUNDACOL – presentó contestación a la demanda el día dieciséis (16) de enero de dos mil dieciocho (2018), entidad que se entendió notificada por conducta concluyente según el auto del veintitrés (23) de abril de dos mil dieciocho (2018), pues para dicho momento no se le había realizado la notificación personal del auto admisorio de la demanda.

Dentro de dicho auto el Juzgado Doce Administrativo Oral del Circuito de Medellín requirió a la parte demandante para que allegara el soporte del envío del traslado a la Agencia Nacional de Defensa Judicial, esto, para proceder a la notificación por correo electrónico.

Mediante memorial radicado el día diecisiete (17) de mayo de dos mil dieciocho (2018) el apoderado de la parte demandante allegó la constancia solicitada, por lo que el Juzgado Doce Administrativo Oral del Circuito de Medellín procedió a notificar personalmente el auto admisorio de la demanda a las entidades demandadas por correo electrónico. »

Adicional, luego de señalar que la normativa que regula lo concerniente a la notificación de la providencia que admite la demanda, y del traslado de esta – artículos 172, 197, 199 y 200 de la Ley 1437 de 2011 –, precisó que la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado han fijado el criterio en los siguientes términos:

«…el registro de actuaciones judiciales no suple los medios de notificación previstos en la ley para asegurar el conocimiento de las decisiones judiciales. Es decir, ese sistema fue creado como mecanismo orientado a proveer mejores herramientas para que las partes de los procesos judiciales y la comunidad en general conozcan las actuaciones de las autoridades judiciales, pero no sustituye los mecanismos de notificación legal ni releva a las partes del deber de consultar el expediente en las secretarías de los despachos judiciales. (Énfasis propio)

No obstante, el hecho de que la información del sistema de gestión judicial y la del expediente deban guardar equivalencia funcional no implica que las autoridades judiciales estén obligadas a consignar todos y cada uno de los datos que pueden ser consultados directamente con la revisión del proceso…» (Énfasis del texto en cita)

Así mismo, el Tribunal citó la sentencia de 3 de noviembre de 2016 proferida por esta Sección, con ponencia de la Magistrada Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, en la que se arribó al similar conclusión, ello, por cuanto se subrayó que la información contenida en el pluricitado sistema de gestión no sustituye los medios de notificación de las providencias judiciales, y tampoco exonera a los apoderados de realizar la respectiva vigilancia judicial de los procesos en la correspondiente secretaría de los despachos. 

En ese orden, adujo que en el caso sub examine, conforme a las pruebas obrantes en el expediente ordinario, se advierte que la notificación personal a las entidades demandadas, incluso el municipio de Medellín, fue surtida por correo electrónico el 18 de mayo de 2018, momento a partir del cual empezó a correr el término para contestar la demanda, situación que la entidad accionante habría podido verificar al revisar el expediente en forma física.

Agregó que, si bien en el sistema de gestión judicial Siglo XXI no se encuentra la anotación reclamada, lo cierto es que, de haber sido diligente la apoderada del municipio, al revisar la página web, habría podido advertir que el término para contestar la demanda se encontraba corriendo, «…pues en el sistema se encuentran consignadas otras actuaciones, como las constancias de envío aportadas, el auto que determina la notificación por conducta concluyente y las contestaciones a la demanda allegadas por la ESE Hospital la María y por la ESE Metrosalud, constituyendo todo ello una alerta, pus claramente debió cuestionarse del por qué las demás entidades se encontraban ejerciendo la contradicción de la demanda… actuar tranquilo y pacífico por parte de la apoderada del Municipio (sic) de Medellín que no encuentra justificación alguna.»

Por las anteriores razones, el tribunal consideró que no hubo transgresión de los derechos fundamentales deprecados por la parte actora. 

2.5.3.1.1. De conformidad con el análisis realizado por el Tribunal Administrativo de Antioquia, el cual comparte este cuerpo colegiado, se señala que no le asiste razón a la parte actora al afirmar que sus derechos a la defensa, contradicción y al debido proceso fueron transgredidos por el Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín, al no registrar en el sistema de gestión judicial Siglo XXI la anotación relativa a la fecha en que fue realizada la última notificación del auto admisorio de la demanda ordinaria, por cuanto, como fue explicado en líneas previas, el criterio tanto de la Corte Constitucional como de Consejo de Estado, contenidos en las sentencias de T 686 de 2007, C-1114 de 2003 y 3 de noviembre de 2016, respectivamente, es claro al señalar que dicho mecanismo tecnológico no sustituye en absoluto la obligación de las partes y de los interesados en un proceso judicial, de la revisión física del expediente para efectos de verificar y enterarse de cuanto discurre en el mismo.

2.5.3.1.2.  Adicionalmente, es claro que las actuaciones registradas en la página web, en el proceso de reparación directa, constituyeron una alerta que daba cuenta que el término para intervenir se encontraba corriendo, por cuanto las otras demandadas allegaron sus respectivos memoriales ejerciendo sus derechos de defensa y contradicción, aspecto relevante, lo cual habría podido constatarse con la revisión física del expediente, en el ejercicio del deber que le asiste a las partes de estar al tanto de sus propios negocios.

2.5.3.2. En relación con las providencias que señaló en el escrito de tutela y que reiteró en el memorial de impugnación, esto es:

- La providencia de 11 de junio de 2013
, con ponencia del Magistrado Danilo Rojas Betancourt, en la cual se advirtió que es obligación de los despachos judiciales mantener actualizada la información de los procesos en el sistema de gestión Siglo XXI, por cuanto, de lo contrario, se incurre en la vulneración de los derechos fundamentales a la defensa, contradicción y el debido proceso.

- La Sentencia T-686 de 31 de agosto de 2007, la Corte Constitucional concluyó que el historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales, a través de las pantallas de los computadores dispuestos en los despachos judiciales para consulta de los usuarios, pueden operar como equivalente funcional a la información escrita en los expedientes.

- La providencia de 25 de octubre de 2010, en la que la Subsección B, de la Sección Segunda, del Consejo de Estado, abordó un asunto en que en el sistema de gestión Siglo XXI se cambió un dígito en la numeración del radicado de un proceso. En esta oportunidad, se accedió al amparo de los derechos fundamentales deprecados.

- La sentencia de 10 de marzo de 2011, en la cual, la Sección Cuarta de esta Corporación advirtió que el artículo 95 de la Ley 270 de 1996 y el artículo 5º del Acuerdo No. 1591 de 24 de octubre de 2002, establecen que una vez instalado el sistema, «su utilización será obligatoria para los servidores judiciales, so pena de las sanciones disciplinarias y administrativas a que haya lugar.», ello, con el fin de hacer posible la consulta del estado de los procesos.

Esta Sala precisa que, si bien en los pronunciamientos señalados por la parte actora como sustento de su inconformidad, se señaló que es obligación de los despachos judiciales registrar la información de los procesos en el sistema de gestión Siglo XXI, y que dicha información debe corresponder a las diligencias que obran en el expediente, lo cierto, es que, no hay una línea jurisprudencial consolidada al respecto, ello, por cuanto existen pronunciamientos que acogen la tesis opuesta.

Lo anterior encuentra fundamento en que, la tesis adoptada por la autoridad reprochada, se circunscribe a que, la simple ausencia de información en el referido sistema de gestión no constituye una causal de nulidad, pues al analizarse el contexto general de las providencias señaladas por el ente territorial, se concluye que en dichas oportunidades se acreditó que la irregularidad alegada por la parte interesada inducía al error y como consecuencia, en la vulneración de los derechos fundamentales deprecados, lo cual claramente no ocurrió en el caso objeto de debate, por cuanto lo que alega la parte actora consiste en la falta de registro de una información, aspecto que según el criterio de la Sala, no puede entenderse per se, como esa irregularidad que conlleve al error.

2.5.3.3. Así mismo, en el sub examine, encuentra la Sala que, al revisar el proceso de reparación directa en la página web, las anotaciones obrantes dan cuenta que, si bien el Juzgado 12 Administrativo de Medellín no registró la fecha en que fueron realizadas las notificaciones personales del auto admisorio, lo cierto es que de las demás actuaciones se infiere de manera evidente que las otras entidades demandadas sí fueron informadas de tal decisión, por el simple hecho que procedieron a pronunciarse respecto de la demanda.

El hecho consistente en que las otras demandadas se opusieron a las pretensiones, como lo advirtió el Tribunal Administrativo de Antioquia, emitía una alarma de que el término para intervenir se encontraba corriendo, situación que de ninguna otra manera habría podido esclarecerse, sino, con la inspección física del expediente, máxime, si lo que particularmente requería la apoderada del municipio de Medellín, radicaba en determinar la fecha de la última notificación, que como se expuso en líneas previas, todas fueron realizadas al correo electrónico de notificaciones judiciales, el 18 de mayo de 2018, incluso la de la parte accionante. 

2.5.3.4. Frente al particular, esta Sección actualmente tiene como criterio, lo advertido en sentencia de 3 de noviembre de 2016
, con ponencia de la Magistrada Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, oportunidad en la que se indicó:

«…Si bien, los datos arrojados por el referido sistema de gestión Siglo XXI, referentes al historial de las diferentes actuaciones procesales, se consideran como un equivalente funcional de la información escrita en los expedientes y como un acto de comunicación procesal, bajo ninguna circunstancia sustituyen los medios de notificación de las providencias judiciales previstos en la Ley y, además, tampoco exoneran a los apoderados de realizar la respectiva vigilancia judicial de los procesos en la correspondiente secretaría de los despachos…» (Subrayas de la Sala)

En ese sentido, es claro, pese a que en el sistema de gestión debe reposar la información correspondiente a las actuaciones surtidas y providencias proferidas dentro de los procesos judiciales, no puede perderse de vista que, de las partes, es la obligación de vigilancia y control de sus propios asuntos, por tanto, es dable concluir que la negligencia o falta de cuidado no puede alegarse en su propio beneficio. 

Por las anteriores razones, se confirmará la negativa del amparo solicitado por el municipio de Medellín, respecto de sus derechos a la defensa, contradicción y al debido proceso. 

2.6. Conclusión
Así las cosas, la Sala concluye que confirmará la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia de 19 de junio de 2019, a través de la cual negó el amparo solicitado por el municipio de Medellín, al no encontrar acreditados los cargos planteados por la parte actora, referentes a la vulneración de sus derechos fundamentales a la defensa, contradicción y al debido proceso por parte del Juzgado 12 Administrativo Oral de Medellín, por la falta de registro de la última notificación de la providencia que admitió la demanda de reparación directa, en el sistema de gestión judicial Siglo XXI.

3.  DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de 19 de junio de 2019 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, que negó el amparo de los derechos fundamentales a la defensa, contradicción y al debido proceso del municipio de Medellín, por las razones expuestas en este proveído.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto No. 2591 de 1991.

TERCERO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE


CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

 Magistrada


NUBIA MARGOTH PEÑA GARZÓN

Magistrada (E)
� Poder que obra a folio 1º del expediente.


� Mateo González Goez, Catalina González Londoño, David Santiago González Jiménez, Deisy Tatiana González Jiménez, Wilson de Jesús González Vásquez, Juan David González Vásquez, Eucario de Jesús González Vásquez y Juan Carlos González Agudelo.


� Radicado verificado en el sistema de consulta de la Rama Judicial Siglo XXI.


� Expediente No. 19001-23-31-000-2010-00025-01.


� Folios 93 y 94.


� Folios 54 y 55.


� Folios 56 a 58.   


� Folios 59 a 68. Sentencia notificada por correo electrónico el 20 de junio de 2019.


� Folios 71 a 75.


� Mateo González Goez, Catalina González Londoño, David Santiago González Jiménez, Deisy Tatiana González Jiménez, Wilson de Jesús González Vásquez, Juan David González Vásquez, Eucario de Jesús González Vásquez y Juan Carlos González Agudelo [ddemandantes en el proceso ordinario]


� E.S.E. Hospital La María y E.S.E. Metrosalud [demás demandados en el proceso ordinario], y a la Fundación Opción Colombia Fundacol [tercera vinculada al proceso de la referencia]


� Aseguradora de Fianzas S.A. y a La Previsora S.A., entidades que fueron llamadas en garantía en el proceso ordinario.


� Aplicable a las acciones de tutela en virtud de lo dispuesto por el Decreto 1065 de 2016, “artículo 2.2.3.1.1.3 De los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por Decreto 2591 de 1991”. 


� Magistrado ponente ALEJANDRO LINARES CANTILLO. En el mencionado auto se declaró la nulidad de todo lo actuado desde el auto admisorio proferido por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, por la falta de vinculación a la acción de tutela de la autoridad judicial que profirió la decisión judicial de primera instancia. Al respecto manifestó: «Por consiguiente, la ausencia de vinculación del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca Constituye una violación al debido proceso y por tanto una nulidad de todo lo actuado, a partir del auto admisorio de la acción de la referencia, razón por la que debe surtirse nuevamente el trámite de tutela, efectuándose las comunicaciones a las autoridades judiciales que dictaron las decisiones objeto de cuestionamiento, especialmente, al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca».


� Corte Constitucional. Sentencias T-237 del 31 de mayo de 1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero; SU-1219 del 21 de noviembre de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; SU-159 del 6 de marzo 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-058 del 2 de febrero de 2006, M.P. Álvaro Tafur Gálvis.


� Corte Constitucional. Sentencia T-718 del 17 de octubre de 2013, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Al respecto el ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006 de 2 de marzo de 2006, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura “Por el cual se reglamentan la utilización de medios electrónicos e informáticos en el cumplimiento de las funciones de administración de justicia” establece: “ARTÍCULO QUINTO – EQUIVALENCIA FUNCIONAL. Los actos de comunicación procesal que se realicen por correo electrónico, así como los documentos que pueden ser presentados como mensajes de datos en los términos de la ley procesal, tendrán el mismo valor probatorio que la información que conste por escrito, siempre y cuando el firmante utilice una firma electrónica avalada por una entidad de certificación autorizada conforme a la ley y la información que contienen sea accesible para su posterior consulta.”


� T-686 de 2007, con ponencia del Magistrado Jaime Córdoba Triviño.


� “Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se citan otras disposiciones”. 





� Expediente No. 19001-23-31-000-2010-00025-01. Actora Manuela Portocarrero Granja y otros contra Guapi E.S.E.-Azul Pacífico Ltda.-I.P.S. Azul Pacífico. 


� Expediente identificado con el número de radicado 11001-03-15-000-2016-01626-01.


� Expediente No. 19001-23-31-000-2010-00025-01.


� Expediente identificado con el número de radicado 11001-03-15-000-2016-01626-01.





